1113-SI 

CETMI SRL Y OTROS C/FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES S/CONTENCIOSO ADM. CESACION DE VIAS DE HECHO ADM. 

En la ciudad de General San Martín, a los 4  días del mes de junio de 2009, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Hugo Jorge Echarri, Ana María Bezzi y Jorge Augusto Saulquin, para dictar sentencia en la causa Nº 1113/07, caratulada: “Cetmi S.R.L. y otros c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Contencioso Administrativo. Cesación de Vías de Hecho Adm.”.

ANTECEDENTES

I.- A fs. 142/145 vta. el Juez de Primera Instancia del Juzgado en lo Contencioso Administrativo de San Isidro, rechazó la excepción de incompetencia opuesta por la Provincia de Buenos Aires y declaró la inconstitucionalidad del artículo 5 inc. 1º del CCA. Por último, impuso las costas por el orden causado (art. 51 del CCA).

Para así decidir, en lo sustancial, relató que a fs. 123/125 la apoderada de la Provincia de Buenos Aires opuso excepción de incompetencia territorial en los términos del artículo 5, inc. 1º y 35 inc. 1º del CCA. Explicó el magistrado de grado que la accionada manifestó que el principio general receptado por el Código que rige la materia es el clásico en la asignación de competencia territorial, que atribuye el conocimiento del caso al juez del domicilio de la parte demandada. Asimismo, que en el presente caso, la autoridad demandada resulta ser la Provincia de Buenos Aires, cuya sede y domicilio legal está situado en la ciudad de La Plata. Por último, que el caso en examen no subsume bajo ninguna de las situaciones de excepción que justifican el desplazamiento de la justicia de la ciudad de La Plata.

Por su parte, el a quo puntualizó que a fs. 138/141 el apoderado de la parte actora contestó el traslado conferido respecto de la excepción de incompetencia planteada. En lo sustancial, subrayó que el actor manifestó que, de ser correcto el planteo efectuado por la Fiscalía de Estado, todas las causas de dicho Juzgado en lo Contencioso Administrativo de San Isidro, en las que la Provincia de Buenos Aires es demandada deberían tramitar en jurisdicción de La Plata y no en la presente jurisdicción, siendo que existe la Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires, delegación San Isidro.

Bajo tales parámetros, el juez de primera instancia, consideró que atento la contestación efectuada por la actora, en virtud de la cual solicita el rechazo de la defensa impetrada por la accionada, argumentando que la presente acción debe ser radicada ante este juzgado, corresponde examinar la validez constitucional del artículo 5º, inc. 1º del CCA, que dispone: “…será competente el juzgado contencioso administrativo correspondiente al domicilio de las personas cuya actuación u omisión dé lugar a la pretensión procesal”, del cual se desprende que el domicilio de la parte demandada fija cuál es el órgano judicial que va a intervenir.

Precisó que, aún cuando el texto de la norma resulte claro, si de la necesaria interpretación que presupone su aplicación al caso concreto, se desprende que la misma afecta derechos claramente reconocidos en nuestra Constitución, el juez debe hacer prevalecer la manda constitucional (art. 31 y 28 de la C.N.) y que la declaración de oficio de inconstitucionalidad de una norma “no sólo es posible, sino obligatoria, pues la Constitución no rige cuando alguien lo pide, sino siempre (arts. 31 de la Constitución Nacional; 3 de la Constitución de esta Provincia; SCBA, Causa L. 81953 “Omar” del 6-VII-2005). Citó en apoyo a su postura diversos precedentes tanto de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, como de la Suprema Corte de la Provincia.

Entendió que en dicha inteligencia y a los fines de abordar esta excepcional situación que obliga a efectuar el examen de oficio acerca de la constitucionalidad del artículo 5, inc. 1º del CCA, procedía liminarmente el estudio de aquélla ante la advertencia de su grave colisión con la Constitución, siendo deber del juez hacer primar la norma de mayor rango.

Señaló que con la Reforma Constitucional de 1994, además de establecerse las pautas de la nueva justicia contencioso administrativa mediante el artículo 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, se recepta el principio de la tutela judicial efectiva consagrado en el artículo 15 de la Const. Prov., debiendo interpretarse la primer norma a la luz de la segunda, ya que ésta ha consagrado un fuero administrativo descentralizado con el objeto de lograr que la justicia esté más cerca de quien reclama y necesita.

Estimó que el artículo 5, inc. 1 del CCA examinado deviene contrario al principio de inmediatez y al de descentralización que motivó la reforma constitucional.

Subrayó que uno de los fundamentos de la reforma que implementó el Fuero ha sido la descentralización del juzgamiento de casos originados en la función administrativa, poniendo en la Provincia de Buenos Aires al alcance de los justiciables los diversos asientos de los juzgados competentes, siendo esa misma motivación una de las consecuencias relevantes de la implementación del Fuero como derivación de la garantía de la tutela judicial efectiva (art. 15 CPBA).  Sostuvo que el análisis de la operatividad de la norma en examen (art. 5, inc. 1º del CCA), puede conducirnos al entendimiento que por su aplicación y teniendo la Provincia su sede en La Plata, sean competentes para dirimir las contiendas en que resulten demandados aquélla y sus entes descentralizados, únicamente los juzgados con asiento en la mencionada localidad.

Consideró que las excepciones a la regla que da cuenta el inciso 2 de la norma referida no hace más que asentar su inconstitucionalidad dado que establece diferencias incompatibles con los principios de igualdad (art. 11 CPBA) y acceso a la justicia (art. 15 CPBA).

Afirmó que es tarea del legislador fijar la competencia territorial (art. 103 CPBA), no obstante, cuando dicha tarea colisiona con normas de raigambre constitucional debe ser calificada como tal.

Destacó que era evidente que el artículo 5, inc. 1º del CCA deviene contrario a la normativa de jerarquía constitucional, originando una categoría de litigantes desiguales, impedidos de acceder a la primera instancia judicial descentralizada (art. 16 CN, art. 11, 15 y 166 CPBA) que ven perjudicados sus derechos en razón de la distancia al tener que litigar ante juzgados muchas veces distantes de sus residencias cuando cuentan con Juzgados Departamentales de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo en funcionamiento más accesibles.

Entendió que no se encontraba satisfecha la garantía de la defensa en juicio con el cumplimiento formal de los preceptos rituales como el presente caso lo es la posibilidad de acceder a los jueces del Departamento Judicial de La Plata, sino con el efectivo acceso resultando, entonces, preciso dilucidar si la mencionada exigencia se encuentra o no en colisión con el artículo 18 de la Constitución Nacional.

Precisó que el presente análisis jurídico y fáctico acerca del alcance de la norma en examen se encuentra circunscripto en su aplicación en el caso concreto y bajo las particularidades del presente litigio sometido a decisión.

Estimó que en tales circunstancias, le asistía razón a la actora en cuanto afirma que el domicilio de las personas cuya actuación u omisión dio lugar a estos autos se encuentra en la localidad de San Isidro debido a que el organismo que inició la fiscalización tiene asiento en dicha localidad y que la resolución que inicia el procedimiento determinativo y sumarial, notificada el 22 de junio de 2007, fue suscripta por el Jefe del Departamento de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas de Vicente López (ver fs. 139).

Consideró, con cita de jurisprudencia, que de lo expuesto, surgía que las restricciones impuestas por la norma (art. 5, inc. 1º CCA), establecen un principio general en materia de competencia territorial mediante el cual el legislador deja librada su determinación a la prórroga de jurisdicción y en consecuencia a las partes, quienes deberán plantear la defensa correspondiente o consentirla, ya que el juez del caso se encuentra sujeto a la voluntad de los litigantes y su jurisdicción queda supeditada al consentimiento de la competencia por aquéllos, no pudiendo declararse de oficio incompetente, quedando asimismo condicionado a los cinco supuestos de excepción al principio general que ofrece la norma en examen (art. 5 inc. 2 CCA).

Refirió que las leyes sobre competencia son de orden público, razón por la cual la forma o manera de determinar y fijar la competencia o la capacidad del juez o tribunal para conocer de un determinado litigio, es materia de fundamental importancia para la correcta instrucción y decisión y tiene raíces constitucionales. Puntualizó que, la creación arbitraria de obstáculos procesales para ejercer derechos fundamentales importa efectivamente una restricción al derecho de acceso a la justicia.

Subrayó que, en el caso sometido a decisión, el principio competencial impuesto en la ley configura una barrera, un obstáculo procesal que impide sin fundamento legal prevaleciente el ejercicio de un derecho trascendente y fundamental.

Alegó que, la norma en cuestión enerva la posibilidad de reclamar tutela jurisdiccional atentando contra, otras garantías judiciales fundamentales como el derecho a la jurisdicción, la inviolabilidad de la defensa en juicio y en el caso concreto, también, vulnera la garantía de igualdad entre las partes, erigiéndose la exigencia contemplada en el artículo 5 inc. 1º del CCA, en un privilegio injustificado a favor del Estado ya que no constituye fundamento suficiente para esta norma los expuestos por la accionada en su presentación de fs. 123/125, no advirtiendo, en definitiva, cuál es la razón que revela por qué la defensa jurídica, en este caso, de la Provincia de Buenos Aires, adquiere mayor eficacia según que los pleitos se radiquen en el Departamento Judicial de La Plata o en cualquier otro.

Concluyó en que, conforme lo manifestado y la normativa citada, que así lo corroboran, deviene necesario rechazar la excepción de incompetencia opuesta por la demandada, declarando de acuerdo a lo normado por el artículo 57 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, la inconstitucionalidad del artículo 5 inc. 1º del Código Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que viola lo previsto en los artículos 16  y 18 de la Constitución Nacional y 11, 15, 160 y 166 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires (art. 3 CCA).

II. Contra dicha decisión a fs. 146/152, la Fiscalía de Estado interpuso recurso de apelación y lo fundó. A fs. 159/163 y vta., el apoderado de la parte actora contestó el traslado conferido.

La Fiscalía de Estado expone los siguientes agravios a saber:

1- que en la oportunidad de oponer la excepción de incompetencia aquí debatida, sostuvo que de conformidad a la materia sobre la que versa la pretensión deducida, la demanda no debía entablarse en el Departamento Judicial de San Isidro, sino en el de La Plata. Señaló que el principio general de atribución de competencia territorial en lo contencioso administrativo sigue siendo el clásico del domicilio del demandado, y que en el caso, no se presentaba ninguna situación excepcional que justificara el desplazamiento de ese criterio (conf. Art. 5 del CCA).

2- que el a quo hizo mérito que el domicilio de las personas cuya actuación dio lugar a estos autos, se encuentra en San Isidro, dado que el organismo que inició la fiscalización impositiva tiene asiento en dicha localidad y que la Resolución de inicio del procedimiento determinativo fue suscripta por el jefe de Departamento de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas de Vicente López.

3- que la decisión apelada causa a dicha parte un gravamen por dos motivos: a) porque introduce de oficio un planteo impropio y b) porque declara indebidamente la inconstitucionalidad del art. 5 inc. 1º del CCA.

4- que no se justifica en el caso el ejercicio excepcional del poder jurisdiccional que supone la declaración de inconstitucionalidad. Recuerda que la declaración de inconstitucionalidad de una ley del parlamento es un acto de suma gravedad, que exige de una delicada prudencia en su viabilidad jurisdiccional, debido a que en su ejercicio va en juego el respeto a la presunción de legitimidad de las leyes, la legalidad en el desempeño de la función judicial, la división de poderes y la seguridad del ordenamiento jurídico. Explica que entre los recaudos de prudencia que mejor garantizan el funcionamiento armónico del control constitucional se encuentra precisamente el que impone –por regla- la necesidad de que exista un pedido expreso de parte interesada para que se encuentre habilitado ese mecanismo excepcional del ejercicio jurisdiccional. Considera que, ello era así, pues los jueces deben fallar según las leyes y no de las leyes. Cita en apoyo a su afirmación doctrina y jurisprudencia. Destaca que tales razones exigen a los jueces fallar los casos según las leyes y no salirse del marco de ellas, sino excepcionalmente cuando existe un agravio constitucional justificado, planteado por parte interesada, en un caso concreto. Puntualiza que por regla –sin desconocer los avances en la materia- los jueces no pueden sobreponerse de oficio a la autoridad de las normas, siendo a su vez que con tal proceder puede sorprender a los litigantes, alterar el debate procesal, afectar la imparcialidad judicial, la igualdad de partes y el derecho de defensa.

5- que en el presente caso el juez de grado alteró lo que había sido el debate propuesto por las partes, introduciendo de oficio una inconstitucionalidad, vulnerando el derecho de defensa y el principio de juez natural (art. 18 CN).

6- que dichos agravios se reafirman en el caso, dado que tratándose de un supuesto de competencia territorial en un asunto netamente patrimonial –susceptible de ser prorrogada por acuerdo de partes- no se encontraba en juego ninguna vulneración al orden público, y por tal motivo, frente a la ausencia de un planteo constitucional por parte interesada, no corresponde que V.S. efectuara un control de constitucionalidad oficioso.

7- que el decisorio apelado altera la igualdad de las partes en el presente proceso, porque de haberse resuelto la excepción de acuerdo al modo en que había sido planteada la discusión, la decisión debió haber acogido la defensa previa opuesta por mi representada.

8- que también agravia a dicha parte que el magistrado de grado haya declarado la inconstitucionalidad del artículo 5 inc. 1º del CCA (ley 12008), pues ningún reproche constitucional merece la norma en cuestión.

9- que la declaración de inconstitucionalidad se basa en una concepción “absoluta” del derecho al acceso a la justicia, la cual no se adecua a las posibilidades reglamentarias que surgen del artículo 14 de la Constitución Nacional, ni a los postulados de la Constitución local. Señala que los derechos son relativos y requieren ser reglamentados por la ley en cuanto a sus alcances y forma de ejercicio. Refiere que la Constitución es el Estatuto Supremo que contiene los principios cardinales del gobierno y, donde a grandes rasgos se enuncian las garantías de la libertad civil. Afirma que los derechos constitucionalmente admiten ser restringidos o reglamentados mediante ley del Congreso y el derecho a la tutela judicial efectiva (acceso a la jurisdicción) no es una excepción, ya que el legislador válidamente puede establecer –entre otras cuestiones- la división por materia y territorios de los juzgados o tribunales que entenderán en cada asunto. Entiende que esta es la situación que se ha presentado en autos a partir de la regulación efectuada por el artículo 5 de la ley 12008, ya que a través de la citada norma se puso legítimamente en marcha el “poder de legislación”.

10- que la declaración de inconstitucionalidad que se cuestiona, construida en base a una concepción absoluta del derecho que V.S. pretende tutelar, se diluye frente a la reglamentación efectuada por la ley, la cual se presume legítima y carece de exceso alguno. Sostiene que la reglamentación contenida en el artículo 5 de la ley 12008, luce razonable y justificada, no mereciendo tacha de inconstitucionalidad alguna.

11- que a fin de examinar dicha razonabilidad, cabe recordar que con la puesta en marcha del nuevo fuero contencioso administrativo –al desagregarse territorialmente la competencia jurisdiccional entre los distintos departamentos judiciales del Estado Provincial- surgió la necesidad de asignar a los distintos litigios un orden de residencia de acuerdo al contenido de la pretensión intentada. Así, que entre los dieciocho departamentos judiciales en que se repartió la justicia de primera instancia en la materia, la legislación ritual estableció criterios para definir la intervención de cada uno de ellos. Y en este sentido, el Código Procesal aplicable delimitó la competencia territorial, distribuyendo las causas de conformidad a un principio general, luego sometido a ciertas excepciones.

12- que el principio general receptado por el Código es clásico en materia de asignación de competencia territorial, atribuyendo el conocimiento del caso al juez del domicilio de la parte demandada. En este aspecto, se prevé expresamente que: “Será competente el juzgado contencioso administrativo correspondiente al domicilio de las personas cuya actuación u omisión dé lugar a la pretensión procesal”. Señala, con cita de doctrina, que dicha pauta coincide con el criterio general que: “…resuelve el problema de la competencia asignándola al juez del lugar del domicilio del demandado, solución que reconoce fundamento en una razón de justicia como es la de evitar las molestias y perjuicios que generalmente entraña sustraer a aquél de sus propios jueces”. Puntualiza que subyace en este principio un trato de equidad razonable, pues, la parte demandada no elige el proceso, y que se ve involucrada en el mismo sin la concurrencia de su voluntad, debiendo cargar con el juicio frente al sólo pedido –fundado o no- de la actora, aunque en verdad no exista razón al efecto, cuanto menos debe evitársele los mayores inconvenientes de tener que concurrir a otros domicilios. Explica que, al decir de la doctrina, la ley al fijar las competencias, no quiere inspirarse en otro criterio que aquél que informa todo nuestro derecho público: la libertad y la igualdad. Esgrime que al aplicar al proceso este principio, la ley se encuentra necesariamente en la obligación de repartir entre demandante y demandado, con proporción aproximada, sus garantías. Por ello, tiene en cuenta el interés del demandado de no ser perturbado sino lo estrictamente preciso, disponiéndose que se le cite ante el juez que para él resulte menos gravoso.

13- que específicamente en el ámbito del derecho administrativo, la solución antiguamente obedeció a la necesidad de evitar los continuos desplazamientos de los funcionarios estatales para no perjudicar sus restantes cometidos. Dicha solución se plasmó en el artículo 30 de la ley Orgánica de la Fiscalía de Estado, el que establece que los juicios en que la Provincia sea parte demandada, deberían promoverse y tramitarse ante los juzgados y tribunales del Departamento Judicial de La Plata. De esta manera, en la actualidad válidamente es el domicilio de la autoridad demandada el que marca el criterio general de atribución de competencia territorial. Y ello, verdaderamente no debe sorprender, ya que trasunta la asunción de un criterio de carácter general, de extendida aplicación en el ámbito procesal.

14- que siendo ello así, los argumentos desarrollados en el decisorio apelado no son suficientes para considerar inconstitucional un artículo que responde a genéricos postulados de orden procesal y que no crea una situación de arbitraria ventaja para la Administración, ni un impedimento de reclamar judicialmente para los interesados. Por el contrario, las afirmaciones contenidas en la resolución impugnada sólo se asientan en cuestiones de mera conveniencia o comodidad para los particulares que litiguen contra la administración, las cuales naturalmente no presentan entidad jurídica para conmover el sistema ideado por el legislador, en base al cual ha operado territorialmente la descentralización del fuero, en relación a determinados asuntos.

15- que no existe ningún imperativo de orden constitucional que obligue al legislador a hacer coincidir invariablemente la competencia territorial con el domicilio del actor, tal como se decide en la sentencia de grado. Al contrario, aquél válidamente pudo mantener el principio general del domicilio del demandado como pauta atributiva de competencia territorial y, luego focalizar las excepciones en relación a la materia de empleo público, provisional, contratos administrativos, servicios públicos, servidumbres y expropiaciones, tal como lo hizo en el inc. 2 del precitado art. 5.

16- que en dicho contexto, las razones de conveniencia  personal de los litigantes, no pueden conmover las decisiones de política legislativa involucradas en este tema; máxime cuando a ello se encuentra ligado el análisis y la determinación efectuada por la legislatura respecto del número de Juzgados y Cámaras ubicados en cada Departamento Judicial y, la estimación de una división del trabajo judicial adecuado y proporcionado dentro de la materia que nos ocupa.

17- que cabe tener presente que el derecho a la tutela judicial efectiva sobre el que basa las conclusiones el fallo cuestionado, también asiste a la parte que represento y, ello conduce a no desplazar a los jueces naturales que le corresponden según el ordenamiento legal, en virtud del cual la cuestión en discusión se mantiene dentro del principio general antes referido y, por ende, debe residenciarse ante los órganos judiciales ubicados en la ciudad de La Plata, dado que allí se encuentra el domicilio del ente recaudador.

18- que las materias alcanzadas por las excepciones contempladas en el inc. 2 del art. 5, en modo alguno, importan convalidar la inconstitucionalidad declarada en la sentencia recurrida, dado que –contrariamente a lo sostenido por el juez de grado- no traducen trato desigualitario alguno, sino que responden a la razonable ponderación efectuada por el legislador para asignar competencia territorial a los diversos órganos jurisdiccionales, en función a la particular naturaleza de las controversias allí contempladas. Recuerda que el principio de igualdad no impide que se regulen en forma diferente, situaciones que el legislador estima no similares, ya que ello forma parte de razones de política legislativa. Remarca el carácter de flexibilidad que la CSJN ha dado a la igualdad constitucional, manifestando que el art. 16 de la CN no prescribe una igualdad absoluta, sino que deja a la discreción y sabiduría de los gobiernos una amplia latitud para ordenar y agrupar, distinguiendo y clasificando razonablemente los objetos de la legislación. En este sentido, la SCBA ha dicho que la igualdad ante la ley reclama iguales derechos frente a personas que se encuentren en idénticas circunstancias y condiciones. Agrega que, la norma en cuestión no revela una discriminación arbitraria por el sólo hecho de mantener el principio general de atribución de competencia en función del domicilio del demandado para todas aquellas demandas que no versen sobre empleo, previsión, servicios públicos, contratos, servidumbres y expropiaciones, dado que no establece, entre los que se encuentran en las mismas condiciones, distingo alguno.

19- que la jurisprudencia ha señalado que la declaración de inconstitucionalidad de una norma de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad institucional que debe considerarse como ultima ratio de orden jurídico.

20- que concluye en que aplicando tales directrices, la constitucionalidad del régimen previsto en el artículo 5 del CCA, es clara por lo que deberá revocarse la sentencia cuestionada, haciéndose lugar a la excepción de incompetencia territorial opuesta por dicha parte.

21- que el magistrado de grado ponderó que el domicilio de la persona cuya actuación dio origen al pleito se encuentra en la localidad de San Isidro, dado que el organismo que inició la fiscalización impositiva tiene asiento en dicha localidad. Señala que resulta inoponible el domicilio que invoca el juez a quo, dado que la circunstancia de que el organismo recaudador, para cumplir más eficazmente sus cometidos cuente con diversas delegaciones ubicadas en todo el territorio de la Provincia, no resulta idónea para modificar el domicilio de la autoridad demandada, que se encuentra en la ciudad de La Plata.

Por su parte, la actora en la contestación del traslado conferido formula las siguientes manifestaciones:

1- que el juez no ha alterado las cuestiones que habían sido sometidas a debate y sobre las que aquél debía expedirse, por el contrario resolvió fundadamente sobre la cuestión traída a su conocimiento por el mismo Fisco.

2- que el argumento del Fisco en el sentido de que existe una regla que impone la necesidad de que exista un pedido expreso de parte interesada para que se encuentre habilitado el mecanismo excepcional del ejercicio jurisdicción de declaración de inconstitucionalidad, resulta falaz y, así se ha pronunciado la CSJN en el caso “Mill de Pereyra”.

3- que en cuanto a la alegada razonabilidad y justificación del artículo 5 de la ley 12008, recuerda que la ley 12074 en su artículo 2º prevé que: Créanse en el Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo, con competencia para entender como Tribunal de alzada en las causas previstas en el art. 166, último párrafo, de la Constitución de la Provincia, con el alcance establecido en el Código Procesal Contencioso Administrativo (ley 12008) y en las ejecuciones de créditos fiscales de naturaleza tributaria…Y en su artículo 3º que: Las Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo, ejercerán su competencia territorial con carácter regional. Tendrán su asiento en las ciudades que se detallan a continuación, abarcando los departamentos Judiciales que en cada inciso se determinan. 1) Una con asiento en la ciudad de La Plata, con competencia territorial, en la región conformada por los departamentos judiciales de: La Plata, Quilmas, Lomas de Zamora, Mercedes y Trenque Lauquen. 2) Una con asiento en la ciudad de San Martín, con competencia territorial en la región conformada por los departamentos judiciales de: La Matanza, Morón, San Isidro y San Martín.

4- que el Fisco contradice sus propios términos cuando reconoce al igual que el juez de grado que el objeto del artículo 166 de la Constitución de la PBA y la ley 12074 fue la separación de la justicia en lo contencioso administrativo en distintas jurisdicciones con competencia territorial en ellas, para luego sostener que el domicilio de ARBA y de la Fiscalía de Estado de la PBA tienen un único domicilio en La Plata.

5- que si el planteo de la Fiscalía de Estado fuera cierto, entonces, todas las causas de este Juzgado en lo Contencioso Administrativo de San Isidro en las que la PBA es demandada, deberían tramitar en jurisdicción de La Plata y no en éste, cuando existe la Fiscalía de Estado de la Pcia., delegación San Isidro.

6- que si bien la Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires y ARBA tienen su asiento principal en la ciudad de La Plata, lo cierto es que la competencia territorial de ambos organismos fue descentralizada en delegaciones tanto de la Fiscalía de Estado como de ARBA. Explica que de hecho tanto la apoderada como el patrocinante letrado que interpusieron la oposición de excepciones, pertenecen a la Fiscalía de Estado de San Isidro cuyo domicilio legal constituido es el mismo que aparece en el escrito de marras. El Dr. Guillermo Valle padre es, además, el Delegado de dicha Fiscalía.

7- que el organismo que inició la ilegal fiscalización en el expediente tiene asiento en la calle 25 de mayo 251 de San Isidro y que la resolución 51/2007, que inicia el procedimiento determinativo y sumarial, notificada el 22 de junio de 2007, fue suscripta por el Sr. Guillermo Gómez Robot, Jefe de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas de Vicente López, ubicada en la dirección indicada.

8- que en virtud del lo normado en el artículo 5º, párrafo 1º del CCA, señala que el domicilio de las personas cuya actuación u omisión dio lugar a estos autos se encuentra en la localidad de San Isidro y, por ende, es competente el juez de San Isidro para continuar entendiendo en los presentes actuados.

9- que confirma lo expuesto lo estipulado en los artículos 2 y 3 de la ley 12074 citados, donde se advierte que el mismo legislador que crea el nuevo fuero Contencioso Administrativo contempla la creación de cuatro Cámaras de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo, para todo el territorio de la Provincia de Buenos Aires. Insiste en que, si el criterio del recurrente fuera cierto, todas las cuestiones tributarias contra ARBA y la Provincia deberían tramitar por ante la jurisdicción de La Plata, por lo que no se comprendería, en tal caso, la razón que tuvo el legislador para la creación de las cuatro Cámaras de Apelaciones si la única Cámara con competencia en tratar recursos de apelación en la materia fuera la Cámara de Apelaciones de La Plata.

10- que el domicilio de ARBA se corresponde con la jurisdicción en la que ejerce su competencia de acuerdo a sus delegaciones, por lo que no resulta ajustado sostener como lo hace el Fisco, que el único domicilio de ARBA y de la Fiscalía de Estado de la Provincia se encuentra en La Plata. Concluye en que por todo lo esgrimido, la contradicción en los propios dichos del recurrente es palmaria y manifiesta, por lo que su argumento deviene falaz, provocando un innecesario dispendio jurisdiccional. Subraya que si el legislador hubiera querido atribuirle a la expresión domicilio de las personas el significado que le asigna el Fisco, lo habría prescripto expresamente, ya que la inconsecuencia del legislador no se presume. Considera que lo esencial del inciso en cuestión, es que no es la palabra domicilio la que adjudica la competencia del juez de grado, sino las personas que intervinieron en el hecho concreto acaecido como consecuencia de su acción u omisión. Recuerda que en el caso de autos, las personas que intervinieron en los hechos que dan origen a la presente pretensión procesal son, por un lado, la empresa Cetmi SRL y, por otro lado, el Departamento de Fiscalización de la Dirección Provincial de Rentas o ARBA Vicente López. Entiende que, el domicilio legal de dichas personas se encuentra en jurisdicción de San Isidro y no en La Plata. Destaca que el recurrente confunde a las personas involucradas en el presente litigio, pues no es ARBA una de las personas que interviene en el hecho fuente de la pretensión procesal, sino el Departamento de Fiscalización de la DPR o ARBA de Vicente López. Señala que siendo el domicilio de las personas, cuya actuación u omisión ha dado origen a la presente pretensión procesal, en la jurisdicción de San Isidro, resulta competente el juez de 1º instancia en lo Contencioso Administrativo de San Isidro.

Sostiene que confirma lo expuesto, la circunstancia de que la competencia en razón del territorio puede ser prorrogada a instancia de las partes. Asimismo, que ello también confirma su postura en el sentido de que son las actuaciones u omisiones (y los hechos que se producen en consecuencia), las que determinan la competencia del tribunal.

Por último, solicita que se declare desierto el recurso de apelación atento a que el argumento del Fisco no se corresponde con la crítica concreta y razonada que un recurso de apelación requiere (cfr. arts. 260 y 261 del CPCC).

III. Recibidas las actuaciones en esta alzada y efectuado el pertinente examen de admisibilidad (ver fs. 166/167), pasaron los autos para resolver, estableciendo el Tribunal la siguiente cuestión:

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada?

VOTACION

A la cuestión planteada el Señor Juez Hugo Jorge Echarri dijo:

1º) Expuestos los antecedentes del caso, la sentencia recaída y los agravios y réplicas pertinentes, paso al examen del recurso. Para ello, me abocaré en principio a los distintos agravios vertidos por la apelante en relación a la declaración de inconstitucionalidad dictada por el magistrado a quo con respecto al art. 5º inc. 1ro. del CPCA.

El primer agravio se centra en que la declaración de inconstitucionalidad fue dictada ex officio por el juez a quo, entendiendo el apelante que debió existir un pedido expreso previo, pues de lo contrario se viola el derecho de defensa y el principio de actuación del juez natural.

2º) Liminarmente debo señalar que el control de constitucionalidad resulta no solo una competencia que la constitución ha puesto en cabeza del Poder Judicial – tanto federal como estadual: cfr. arts. 1, 31, 36, 43, 116 y conc. C.N.; arts. 1, 3, 15, 20 inc. 2°, 57,  161 inc. 1° y conc. CPBA; cfr. CSJN, Fallos: 308:490, entre otros –, sino un deber impuesto a los jueces que conforman dicho poder. Deber que se ha potenciado en tanto y en cuanto el desarrollo constitucional comparado y local ha dejado el paradigma del Estado de Derecho Legalista para situarse en el del Estado Constitucional Democrático (cfr. Rawls, John, El Liberalismo Político, Ed. Crítica, Barcelona, p. 268 y ss.; Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil, Ed. Trotta, p. 33 y ss; García de Enterría, Eduardo, Democracia, Jueces y Control de la Administración, Ed. Civitas, p. 126 y ss.; Stone Sweet, Alec, Governing With Judges, Oxford University Press, p. 127 y ss.; Thury Cornejo, Valentín, Juez y División de Poderes Hoy, Ed. Ciudad Argentina; p. 251 y ss.).

3º) En nuestro sistema jurídico constituye un claro panorama de lo mencionado en el considerando anterior, no solo la nueva configuración constitucional – tanto nacional como provincial – a partir de las reformas operadas en el año 1994, sino fundamentalmente la doctrina emanada en esta materia a partir de los fallos recaídos recientemente que, incursionando en la potestad del control de constitucionalidad, están dando nuevos perfiles a esta importante actividad jurisdiccional (Cfr. CSJN, Fallos Mills de Pereyra, Fallos: 324: 3219, LL-2001-F-891; “Milone” M-3724.XXXVIII; “Hooft”, H.172.XXXV, 16-11-2004; “Itzcovich”, I.349.XXXIX,29-3-2005; “Banco Comercial Finanzas S.A.”, B1160.XXXVI, 19-8-2004; SCJBA; causas L.74615, “Yeri”; L.77.727, “Vallini”; L. 83.781, “Zaniratto”, entre otras).

4º) La competencia del Poder Judicial para proceder a la ponderación de constitucionalidad de las normas y actos de los otros poderes constituidos – y proceder a su inaplicabilidad en caso de comprobarse lesiones a derechos o garantías reconocidas por el orden constitucional -,  encuentra un fuerte fundamento normativo en nuestro Derecho Público Local en el art. 57 de nuestra Constitución Provincial, en tanto y en cuanto impone a los jueces – en forma indubitable - el velar por la supremacía constitucional obligando a los mismos a declarar la inconstitucionalidad e inaplicación de normas o actos reñidos con la Constitución.

5º) En definitiva, el control de constitucionalidad puede – y debe en los casos en que una norma de rango infra constitucional lesione derechos o garantías de carácter constitucional - ser ejercido por los magistrados que integran el Poder Judicial. Aún en aquellos supuestos, como se da en el caso, en que ninguna de las partes lo hubiera peticionado. Puede actuar entonces de oficio en esta materia y tal cuestión se deriva necesariamente de que el control de constitucionalidad constituye una cuestión de derecho por un lado y, por otra parte, tal lo anticipado, porque hemos abandonado el Estado de Derecho de naturaleza legalista y hemos entrado en un Estado de Derecho Constitucional. Por todas estas razones tampoco el control de constitucionalidad ex officio puede agraviar la garantía de defensa en juicio ni el principio del juez natural como lo invoca el apelante.

Por lo expuesto, el agravio no puede prosperar.

6º) El segundo agravio expuesto por el recurrente se extiende sobre la declaración de inconstitucionalidad del art. 5º inciso primero del código contencioso administrativo, que dispone la competencia de los juzgados contenciosos administrativos correspondientes al domicilio de las personas cuya actuación u omisión dé lugar a la pretensión procesal.

En este orden de ideas, la recurrente señala que el legislador provincial no ha hecho otra cosa que adoptar el criterio general vigente en el derecho procesal – cita en su apoyo al prestigioso procesalista Lino E. Palacio –, es decir, aquel que dispone que actor sequitur forum rei. Da las razones sobre equidad y conveniencia que llevan a adoptar este criterio por la mayoría de los códigos procesales, mencionando, finalmente, que es la solución adoptada por el art. 30 de la Ley 7.543/69 - orgánica de la Fiscalía de Estado.

Por las razones que expondré seguidamente tampoco resultan convincentes los agravios y fundamentos vertidos en este punto.

7º) Empezaré señalando que el art. 30 de la Ley Orgánica de la Fiscalía de Estado que la agraviada trae en ayuda de su posición, tiene su origen en el sistema contencioso administrativo derogado por la reforma constitucional del año 1994, que se basaba justamente en la centralización de la justicia contencioso administrativa en la competencia originaria que detentaba hasta aquel momento histórico la Suprema Corte de Justicia provincial. Por ello dicha norma debe ser interpretada en consonancia con las bases constitucionales de la nueva justicia administrativa bonaerense, por lo que mal podría ser entendida como un elemento que sustente la posición de la apelante.

8º) Tampoco puede entenderse que los fundamentos que la ciencia procesal tiene en cuenta para adoptar el principio general en materia de competencia territorial en los códigos procesales en materia de contiendas entre partes privadas pueda hacerse extensivo a la justicia administrativa. En principio, porque es muy distinta la situación del particular que va a ser demandado – comúnmente con un domicilio determinado en un punto territorial – de la situación del Estado provincial que tiene jurisdicción sobre todo el territorio bonaerense y que, en aras de una política cada vez más descentralizada – vg. Ley Nº 13.010 y modificatorias -, cuenta con una variedad de órganos administrativos descentralizados en los 134 distritos provinciales.

A esta situación fáctica se le aduna el hecho de que la Fiscalía de Estado cuenta con delegaciones en 17 - Azul, Bahía Blanca, Capital Federal, Dolores, Junín, La Matanza, Lomas de Zamora, Mar del Plata, Mercedes, Morón, Necochea, Pergamino, Quilmes, San Isidro, San Martín, San Nicolás, Trenque Lauquen, Zarate-Campana - de los 19 departamentos judiciales, contando obviamente con su sede central en el departamento judicial de La Plata; con lo cual la defensa judicial del Estado no se vislumbra comprometida o debilitada  en lo general. Si bien no cuenta con delegación en los departamentos judiciales de Merlo y Moreno-Rodríguez, los mismos aún no están en funcionamiento, por lo que las cuestiones contenciosas administrativas inherentes al departamento judicial de Merlo continúan ventilándose en el departamento judicial de Morón, donde la Fiscalía cuenta con delegación. En el segundo caso, departamento judicial de Moreno-Rodríguez, se da una situación similar a la anterior ya que las causas contencioso administrativas se siguen radicando en el departamento judicial de Mercedes, donde también la Fiscalía, tal lo anticipado, cuenta con una delegación.

Tampoco en el sentido particular del caso sub examine la defensa judicial del Estado se encuentra comprometida, ya que la propia delegación de la Fiscalía de Estado del departamento judicial de San Isidro está llevando a cabo la defensa del Fisco.

9º) Por otra parte, a los efectos de juzgar el punto que tratamos, no puede soslayarse que una interpretación literal de la norma puesta en crisis por la resolución judicial, prescindiendo del espíritu que la informa - como la que pretende la accionada -, resulta contraria a las bases constitucionales de la justicia administrativa, con los consiguientes perjuicios para los justiciables en sus derechos y garantías constitucionales (Cfr. Art. 18 C.N.; 10, 11, 15, 166 C.P.B.A.).

Con respecto a esta cuestión debo reiterar conceptos ya vertidos en otros casos en que me tocó intervenir – Cfr. "Rossi, Alberto A. y otro s/ Recurso directo art. 74 Ley Nº 12.008”, causa Nº 1012; "Dr. Ramón B. c/ Colegio de Abogados de la Pcia. de Bs. As. s/ Recurso directo art. 74 Ley Nº 12.008", causa Nº 1035; "Penella, Luis A. c/ Colegio de Abogados de la Pcia de Bs As s/ Recurso directo art. 74 Ley Nº 12.008", causa Nº 934, y "Sra. Kury Magdalena c/ Dra. Pajón, Patricia Noemí s/ Denuncia recurso de apelación", causa Nº 1052, entre otros.

En principio cabe recordar - en relación a la necesidad de descentralización de la justicia contenciosa administrativa – que hubo unanimidad entre los constituyentes para eliminar la competencia originaria de la Suprema Corte en este tópico (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de setiembre de 1994 – pág. 1979 y ss.), porque justamente dicha centralización era la primer y principal causa de que se vedara el acceso a la justicia a innumerables ciudadanos y habitantes de nuestra provincia.

También hubo unanimidad en el sentido de diseñar un sistema descentralizado que pusiera en igualdad de condiciones a todos los habitantes de la provincia en materia de tutela judicial contencioso administrativa. El presidente de la Comisión de Poder Judicial Diputado Convencional Dr. López Fagundez señalaba en su intervención en apoyo del proyecto propuesto “…la necesidad de crear un fuero especial en la provincia que atienda y resuelva estas cuestiones del hombre común, que a lo mejor es sancionado con una simple suspensión en su lugar de trabajo, por ejemplo la Municipalidad de Carmen de Patagones y para plantearlo judicialmente, hoy necesariamente tiene que venir a la Ciudad de La Plata” (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de setiembre de 1994 – pág. 1979 y ss.).

10º) En igual o parecido sentido al que  expresara el Dr. López Fagundez se expidieron otros miembros informantes en representación de sus respectivas bancadas. El diputado Convencional Sr. Fuster decía textual – y rotundamente - que “Existe hoy una efectiva, lisa y llana privación de justicia para muchos habitantes de la provincia de Buenos Aires. Esto es privación de justicia y con la derogación del inciso 3) del Artículo 149 que se propone, se responde entonces a una necesidad histórica concreta”. Y hacía propio el ejemplo dado por el Dr. López Fagundez en relación al empleado municipal de Carmen de Patagones (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de setiembre de 1994 – pág. 1983 y ss.).

El diputado Filloy – también miembro informante en esta cuestión – señalaba que la necesidad de desconcentración judicial en esta materia era un viejo reclamo de la doctrina ius-administrativista. Por ello decía “Estamos buscando, entonces, la posibilidad de que en los diferentes departamentos judiciales se establezca una justicia en la materia, para que la justicia esté verdaderamente más cerca de quien la reclama y la necesita” (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de setiembre de 1994 – pág. 1988).

11º) Seguramente una voz muy calificada entre los convencionales constituyentes fue la del Dr. Daniel Soria. No sólo porque su voz en estos debates se alzaba en representación del bloque oficialista, sino por su doble condición de especialista en Derecho Administrativo y de coautor del proyecto que se constituyó en la matriz de la nueva cláusula constitucional en materia de justicia contencioso administrativa. Al comienzo de su alocución mencionaba – poniendo  en eje la cuestión que hoy nos ocupa – que “ESTAMOS DESCENTRALIZANDO EL DENOMINADO SISTEMA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”. Entendemos que esta frase simboliza el espíritu y mandato claro y preciso que emana de los constituyentes y de la cláusula constitucional que pergeñaron; norte que no puede desconocer ningún operador jurídico sin riesgo concreto de incurrir en desconocimiento de las altas finalidades públicas que tuvieron lo legisladores constituyentes en esta materia, y del espíritu que anida en la cláusula constitucional hoy vigente (Cfr. Art. 166 último párrafo CPBA), (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de setiembre de 1994 – pág. 1992).

Más adelante en su discurso el Dr. Soria señalaba que “La reforma se edifica sobre la base de criterios muy trascendentes”, individualizando dos que juegan preponderantemente en la cuestión hoy objeto de litis. Ellos son – en palabras del constituyente – EL AFIANZAMIENTO DE  LA JUSTICIA y LA DESCENTRALIZACIÓN DEL SISTEMA DE FISCALIZACIÓN DEL HACER DE LOS PODERES PÚBLICOS (Cfr. Diario de Sesiones de la Honorable Convención Constituyente – Sesión del 10 de septiembre de 1994 – pág. 1993).

12º) De las palabras, ideas e intenciones de los propios legisladores constituyentes sobre esta materia, reseñados en los considerandos anteriores, puede extraerse sin hesitación alguna que la actual redacción de la norma que regula la cuestión general de la competencia territorial en materia contencioso administrativa – artículo 5to. inciso 1ro. de la Ley Nº 12.008, texto según Ley Nº 13.101 y sus modificatorias –, claramente desconoce el mandato de descentralización que emerge de la redacción y espíritu de la cláusula constitucional que regula la justicia contenciosa administrativa – art. 166 último párrafo CPBA – al no determinar, como opción general del justiciable para todos los casos, la posibilidad de radicación de la controversia en el departamento judicial de su domicilio legal.

13º) Una construcción reglamentaria en materia de competencia territorial como la actualmente vigente no solo lesiona el mandato constitucional que emana de la cláusula constitucional que fija las bases constitucionales del sistema, tal lo denunciado en el considerando anterior, sino que pone en crisis una garantía de naturaleza humana y fundamental como lo constituye el principio a la tutela judicial continua y efectiva consagrada en el art. 15 de nuestra Constitución Provincial.

A ello se suma una nota que resulta propia del contencioso administrativo – totalmente desconocida en el contencioso ius privatista – y que es aquella inherente a la participación ciudadana del control de legitimidad y razonabilidad – por este medio – de los actos de gobierno.

Esta nota, propia de la configuración institucional del Estado Constitucional Democrático alcanzada en el actual desarrollo de las instituciones jurídico-políticas, requiere de un Estado legislador y administrativo que facilite el acceso a la justicia de los ciudadanos en esta materia, y no de actitudes que creen valladares o impongan cortapisas al ejercicio de tal derecho. No se trata de concebir o imaginar derechos absolutos pues todo lo humano, social, jurídico y político es relativo. De lo que se trata es de reglamentar de acuerdo a los mandatos constitucionales, que no son otra cosa que los mandatos que imponen los imperativos de nuestro actual estadio de civilidad política y jurídica.

Se trata, recordando las palabras del querido y siempre recordado maestro German Bidart Campos – Cfr. Tratado Elemental de Derecho Constitucional -, de no olvidar que hay una relación de medio a fin entre la constitución del poder y la constitución de la libertad, que es como decir entre la constitución de la autoridad y los poderes constituidos y la constitución de los derechos y garantías fundamentales de ciudadanos y habitantes.

14º) En aras de lo expuesto y, sin perjuicio de la solución propuesta para la solución concreta del caso que expondré en los considerandos siguientes, voy a proponer a los colegas que integran con el infrainscripto esta Alzada que se oficie a los Presidentes de las Cámaras que integran nuestra Legislatura provincial, como asimismo al Sr. Gobernador de la provincia, a los efectos de exhortar a los mismos para que adecuen la legislación procesal contencioso administrativa en materia de competencia territorial a lo aquí señalado en los considerandos precedentes.

15º)  Entiendo en cambio que le asiste razón a la apelante cuando señala que toda declaración de inconstitucionalidad de una norma – y mucho más si la misma emana del Poder Legislativo - constituye un acto de suma gravedad institucional que requiere por parte de los jueces mesura y prudencia en su máxima expresión, pues sin duda tal conducta no solo hace caer la presunción de legitimidad de las normas dictadas por la legislatura de la Provincia, sino que pone en crisis el principio constitucional de división de poderes. Todo ello, claro está, sin perjuicio de lo señalado en los considerandos anteriores en relación a la facultad de los jueces en materia de control de constitucionalidad.

Máxime, cuando en el caso una interpretación sistémica, es decir tomando al ordenamiento jurídico vigente como una unidad – Cfr. Vigo, Rodolfo Luis, Interpretación Constitucional, p. 124 - posibilita una solución que permite conciliar el derecho a la tutela judicial y al acceso irrestricto a la justicia en materia administrativa que detenta el demandante, y que le posibilita, como veremos a continuación, acceder a la competencia territorial que ejerce el juez a quo.

En este sentido creo oportuno recordar que el Tribunal cimero de La Nación Argentina ha dicho que: “Las leyes deben ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico, y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común, tanto de la tarea legislativa como de la judicial” (CSJN, Fallos 311:255; 305:538, entre otros).

16º) En este marco entiendo que para la solución de la cuestión sub examine debemos recurrir, al tratarse la cuestión objeto de litis de una pretensión de naturaleza tributaria – Cfr. Art. 2 inciso 5to. de la Ley 12.008, texto según ley 13.101 y sus modificatorias – a la noción de domicilio fiscal regulada en el Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires.

El art. 29 del Código mencionado, en lo que aquí interesa, dispone que: “Se entiende por domicilio fiscal de los contribuyentes y responsables el domicilio real o el legal, legislado en el Código Civil, ajustado a lo que establece el presente artículo y a lo que determine la reglamentación. Cuando el domicilio real o el legal, según el caso, no coincida con el lugar donde esté situada la dirección, administración o explotación principal y efectiva de sus actividades dentro de la jurisdicción provincial, este último será el domicilio fiscal”. Declarando el mismo artículo más adelante que: “El domicilio fiscal de los contribuyentes y demás responsables, para todos los efectos tributarios, tiene el carácter de domicilio constituido, siendo válidas y vinculantes todas las notificaciones administrativas y judiciales que allí se realicen. Será único para todas las obligaciones tributarias que los contribuyentes y demás responsables mantienen con la Dirección Provincial de Rentas; se constituirá conforme al procedimiento que establezca la reglamentación, y deberá consignarse en las declaraciones juradas, instrumentos públicos o privados, y en toda presentación de los obligados ante la Autoridad de Aplicación” (el subrayado es nuestro).

17º) De las constancias de la causa – Cfr. fs. 3, 6, 10, 13, 25, 759, entre otras - surge que el domicilio fiscal de la parte actora se encuentra emplazado en la calle Alte. Brown Nº 145 del partido de Tigre, provincia de Buenos Aires.

Este es el domicilio que entonces dirime la cuestión de la competencia territorial en el caso sub examine.

La norma legal que regula la constitución del domicilio fiscal en la provincia de Buenos Aires me lleva al convencimiento de que toda controversia en materia de competencia territorial, cuando la pretensión es de naturaleza tributaria, debe ser zanjada en favor del juez con competencia territorial sobre el domicilio fiscal del contribuyente.

Para llegar a tal conclusión quiero señalar algunas notas de la regulación legal que nos ocupa, que dan fundamento a la solución que propicio.

La primera es aquella que determina que el domicilio fiscal se extiende a “todos los efectos tributarios”, lo cual claramente puede, y tiene que ser interpretado, como aquel que también posibilita tener al mismo como lugar determinante de la competencia territorial en materia de controversias judiciales. Se trata en definitiva de un domicilio especial regulado por ley y constituido, en principio, en favor del fisco bonaerense pero del que también puede hacer uso el contribuyente para acudir al juez natural en esta materia. Por otra parte este domicilio tiene, además de las cualidades mencionadas, carácter único –Cfr. art. 29 CF -, lo que también redunda a favor de hacer valer el mismo en la cuestión sub examine.

18º) Un segundo elemento que también juega a favor de la postura del accionante para la determinación del juez con competencia territorial en el caso sub examine, está dado porque el art. 29 del Código Fiscal determina que el domicilio fiscal tiene el carácter de “domicilio constituido”, lugar donde resultan válidas y vinculantes todas las notificaciones administrativas y judiciales. Por lo tanto resulta razonable derivar de tales notas que si el Fisco puede accionar - y notificar judicialmente - al contribuyente en el domicilio fiscal, que es tanto como decir ante el juez con competencia territorial en el lugar del domicilio fiscal, también lo puede hacer el contribuyente. En primera medida porque la norma no hacer diferencias expresas en este punto. En segundo lugar porque una dicotomía en tal sentido violaría, además del espíritu de la norma constitucional que regula las bases de la justicia administrativa – Cfr. ARt. 166 CPBA – el principio de igualdad constitucional – Cfr. Art. 16 CN; Art. 11 CPBA – que no solo debe ser entendido en las relaciones entre particulares sino en aquellas propias entre particulares y el Estado; y el principio de Tutela Judicial Continua y Efectiva y el Principio de acceso irrestricto a la justicia – Cfr. Art. 15 CPBA.

19º) Pretender como lo hace el representante del Fisco provincial que el actor debe iniciar su pretensión en materia tributaria en el Departamento Judicial de La Plata, resulta claramente una forma de cercenar tanto la tutela judicial como el acceso, sin valladares ni cortapisas alguno, a la justicia. Y es que como lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la Constitución: “debe analizarse como un conjunto armónico dentro del cual cada parte ha de interpretarse a la luz de las disposiciones de todas las demás” (Cfr. CSJN, Fallos 167:121; 190:571; 240:311, entre otros). Y por otra parte no debe olvidarse que como lo advertía Alberdi “La Constitución debe dar garantías de que sus leyes orgánicas no serán excepciones derogatorias de los grandes principios consagrados en ella, como hemos visto más de una vez” (Cfr. Alberdi, Juan Bautista, Bases y puntos de partida para la organización política de la Republica Argentina”, p. 106).

Por lo expuesto propongo: 1º) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación, revocando la declaración de inconstitucionalidad dictada; 2º) Rechazar la excepción de incompetencia planteada y confirmar la competencia territorial del a quo en el caso; 3º) Imponer las costas por su orden (conforme art. 51 del CPCA); 4º) Diferir la regulación de honorarios para el momento  procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8904/77); 5º) Se libre oficio a los Presidentes de las Cámaras que integran nuestra Legislatura provincial y al Sr. Gobernador de la Provincia, a los efectos de exhortarlos para que adecuen la legislación procesal contencioso administrativa en materia de competencia territorial a lo señalado en los considerandos precedentes. Asimismo, propongo se oficie al Superior Tribunal – como cabeza del Poder Judicial provincial -, a los efectos de que, si lo entiende pertinente, remita también la iniciativa al Honorable Congreso de la Provincia de Buenos Aires.

ASI LO VOTO.

La señora Jueza Ana María Bezzi votó a la cuestión planteada en igual sentido y por los mismos fundamentos que el señor Juez Hugo Jorge Echarri.

A la cuestión planteada el señor Juez Jorge Augusto Saulquin dijo:

Que adhiero a los fundamentos del voto de mi distinguido colega preopinante.

Ya este Tribunal tuvo oportunidad de expedirse en otra cuestión pero también teniendo en cuenta -como en el caso de autos-, el nuevo paradigma  que  ha colocado como uno de los ejes fundamentales del proceso contencioso administrativo el de  la tutela judicial efectiva  (arts. 15 y 166 in fine de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires reformada en el año 1994).

Así, en la causa CCASM Nº 22/04, caratulada “Comper S.A. C/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios”, sentencia del 23 de septiembre de 2004, se sostuvo que: “...establecidas las pautas interpretativas, debe reconocerse la existencia de una jerarquía de normas....Por otra parte, toda vez que la inconsecuencia o la falta de previsión jamás se suponen en el legislador, se impone preferir la inteligencia que de mejor modo armonice las normas en juego, antes que otra que las haga irreconciliables entre sí (cfr. Fallos: 281:146). Es ésta también la doctrina de la Suprema Corte de la Provincia, que ha sostenido que en atención a la presunción de coherencia que reina en el sistema normativo, la interpretación debe efectuarse de manera que los preceptos armonicen entre sí, y no de modo que se produzcan choques, pugnas o exclusiones entre ellos (conf. SCBA, Ac. 46.992, sentencia del 15/3/94; 47.812, sentencia del 31/8/93).... Que sobre estas bases no puede sino interpretarse que el legislador, al modificar el art. 14 del CCA, no puede haber pretendido  contradecir el principio de mayor jerarquía normativa establecido en el art. 166, último párrafo de la Constitución Provincial. 
En estas condiciones, el Tribunal no advierte que exista una contradicción insalvable entre ambas normas sino que, antes bien, en la búsqueda de una solución que las deje a todas con valor y efecto, considera que el art. 14 citado debe ser interpretado en el sentido de que, salvo los casos claramente enunciados en normas expresas, no impone a los particulares que intenten iniciar demandas contra los entes estatales la obligación de recorrer previamente la vía administrativa y en particular, en lo que respecta al caso de autos, mediante la interposición del reclamo administrativo previo. ...De este modo, la mención que el art. 14 hace de “todos los casos” debe conjugarse con lo dispuesto en el art. 166 in fine de la Constitución Provincial, en cuanto a que “todos los casos” a que se refiere la disposición del código son aquellos en los que la ley establece la obligación de agotar la vía administrativa, con las excepciones determinadas en los apartados a, b, c y d del inc. 1º....”.

ASI LO VOTO.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

SENTENCIA

Por lo expuesto, en virtud del resultado del acuerdo que antecede, este Tribunal RESUELVE: 1º) Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación, revocando la declaración de inconstitucionalidad dictada; 2º) Rechazar la excepción de incompetencia planteada y confirmar la competencia territorial del a quo en el caso; 3º) Imponer las costas por su orden (conforme art. 51 del CPCA); 4º) Diferir la regulación de honorarios para el momento  procesal oportuno (conforme art. 31 del Decreto Ley Nº 8904/77); 5º) Librar oficio a los Presidentes de las Cámaras que integran nuestra Legislatura provincial y al Sr. Gobernador de la Provincia, a los efectos de exhortarlos para que adecuen la legislación procesal contencioso administrativa en materia de competencia territorial a lo señalado en los considerandos precedentes. Asimismo, deberá librarse oficio al Superior Tribunal -como cabeza del Poder Judicial provincial-, a los efectos de que, si lo entiende pertinente, remita también la iniciativa al Honorable Congreso de la Provincia de Buenos Aires. Regístrese, notifíquese de acuerdo a lo proveído a fs. 165, ofíciese y, oportunamente, devuélvase.-

                   JORGE AUGUSTO SAULQUIN 

HUGO JORGE ECHARRI

  


              ANA MARIA BEZZI

         ANTE MÍ


ANA CLARA GONZALEZ MORAS 

                 SECRETARIA
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